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NOTA DE RELATORIA:    Reitera    la  sentencia   de    11    de    abril    de 1996, Exp. 3306, Magistrado Ponente Dr. ERNESTO RAFAEL ARIZA MUÑOZ.

 

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION PRIMERA

 

Consejero Ponente:  ERNESTO RAFAEL ARIZA MUÑOZ
Santa Fe de Bogotá, D.C., veintitrés (23) de abril  de mil novecientos noventa y ocho (1.998).

Radicación número:  4759
Actor: JUAN SEGUNDO LAGOS MENDOZA

Referencia:  Recurso de apelación contra la sentencia de 10 de julio de 1.997, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 

 

 Se decide el recurso de apelación oportunamente interpuesto por el apoderado de la Unidad Administrativa Especial Dirección Nacional del Derecho de Autor contra la sentencia de 10 de julio de 1.997, proferida por la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que accedió parcialmente a  las pretensiones de la demanda.

 

I - . ANTECEDENTES 

 

I.1 - . JUAN FERNANDO LAGOS MENDOZA, por medio de apoderado y en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho consagrada en el artículo 85 del C.C.A., presentó demanda ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca tendiente a que, mediante sentencia, se hicieran las siguientes declaraciones: 

 

1ª: Son nulas las Resoluciones núms. 874 de 8 de septiembre de 1.994, “Por la cual se resuelven unas impugnaciones” y 1111 de 4 de noviembre de 1.994, “Por la cual se resuelve un recurso de reposición”, expedidas por el Director General de la Unidad Administrativa Especial Dirección Nacional del Derecho de Autor.

 

2ª: Como consecuencia de la declaratoria anterior, y a título de restablecimiento del derecho, se ordene a la demandada admitir la elección y efectuar la correspondiente inscripción de la designación del actor como miembro del Consejo Directivo de la Sociedad de Autores y Compositores de Colombia  -  Sayco - , en el período para el cual fue elegido por la Asamblea General Extraordinaria de Socios realizada los días 1º al 3 de junio de 1.994.

 

3ª: Se condene a la entidad demandada a pagar en favor del actor la suma de $23.300.000.oo como reparación del daño  por los perjuicios de orden material y moral ocasionados como consecuencia de haberse declarado inválida su elección.

 

4ª: Que para todos los efectos legales se considere que no ha habido solución de continuidad por razón de los actos administrativos demandados.

 

I.2 - . En apoyo de sus pretensiones el actor adujo, en síntesis, los siguientes cargos de violación (folios 6  a 12 del cuaderno principal): 

 

1º: Con la expedición de los actos administrativos acusados se violó el artículo 2º de la Constitución Política,  porque en momento alguno se cumplió con la finalidad esencial del Estado de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes e imparcialidad consagrados en la Carta Política, máxime cuando  las causales de invalidez de la elección de un miembro al Consejo Directivo de SAYCO son taxativas y se requiere de un procedimiento que debe cumplirse, conforme a la Ley 44 de 1.993 y a los estatutos de dicha sociedad.

 

Se violó el artículo 21 ibídem, pues es deber del Estado garantizar el derecho a la honra y con la anulación de la elección del actor se mancilló su honor de manera evidente, pues siendo un hecho notorio su condición de compositor del folclor vallenato se cree que la anulación de la elección se debió a su comportamiento irregular.

 

2º: Se violó el artículo 29 ibídem, porque al actor no se le llamó a rendir descargos respecto de los cargos formulados mediante la Resolución núm. 1773 de 17 de diciembre de 1.993, cuyas acusaciones sirvieron de fundamentos de hecho y de derecho para proferir la Resolución núm. 874 de 8 de septiembre de 1.994, acusada. Además, no se le dio oportunidad de impugnar la citada Resolución 1773.

 

Tampoco se le dio la oportunidad de refutar la impugnación que se hizo a su elección ni formular las aclaraciones y descargos del caso, como lo manda el artículo 36 de la Ley 44 de 1.993, amén de que una vez expedida la Resolución 874 ni siquiera se analizaron en lo más mínimo las pruebas aportadas por el recurrente y se le negó la práctica de la pedida en el numeral 5 del escrito de 21 de septiembre de 1.994, como puede verificarse en el texto de la Resolución núm. 1111 acusada.

 

3º: Se violó la Ley 44 de 1.993, en los siguientes preceptos:

 

a): Artículos 34 a 36 y 45, en concordancia con el artículo 84 del C.C.A., ya que los actos administrativos acusados fueron expedidos en forma irregular.

 

El fundamento de fondo que pudo haber tenido en cuenta la demandada para declarar inválida la elección del actor como miembro del Consejo Directivo de SAYCO estaba supeditado a la violación de las disposiciones legales y / o estatutarias en la elección y por lo que señala el literal b) de la primera norma en cita. No obstante ello, ni  la impugnación  a la elección ni el acto acusado  se fundamentan en dicha causal, sino por hechos que se le imputaron al actor cuando se desempeñaba como miembro del Consejo Directivo en época anterior.

 

La forma propia del acto de elección no fue causal para su invalidez, sino otros actos ajenos a los expresamente determinados por la ley. Así se reconoce expresamente en la Resolución núm. 1111 de 4 de noviembre de 1.994. En esta Resolución se trata de ubicar el motivo de la invalidez en una presunta inhabilidad para el ejercicio del cargo, de la cual no se hizo mención expresa, pese a estar regladas las inhabilidades en el artículo 45 de la Ley 44 de 1.993.

 

b): Artículos 36 y 37 de la Ley 44 de 1.993, en concordancia con el artículo 5º de la Ley 58 de 1.982, ya que si la referida ley no contempla un procedimiento reglado para resolver las impugnaciones, debió aplicarse el artículo 37 ibídem, en lo pertinente, y dárse traslado al actor de la impugnación, de los cargos a que hubo lugar para que éste pudiera formular las aclaraciones y descargos del caso y aportara o solicitara las pruebas conducentes. Se violó entonces el debido proceso y el derecho de defensa.

 

Y es que no se observó siquiera la Ley 58 de 1.982, a pesar de que el Gobierno Nacional no ha reglamentado el procedimiento  como lo ordenó el artículo 36 de la Ley 44 de 1.993. En consecuencia, no existiendo el procedimiento que preveía esta ley, era obligación dar cumplimiento al artículo 26 de la Constitución Política aplicando la referida Ley 58, porque a falta de ley especial, debe aplicarse la general.

 

4º: Se violó el artículo 84 del C.C.A., porque en las Resoluciones acusadas se incurrió en falsa motivación o motivación arbitraria, ya que fueron expedidas sin sujeción a las causales legales taxativas que reglan la anulación de una elección.

 

Además, las decisiones del Consejo Directivo  que dieron lugar a los cargos formulados se adoptaron por mayoría de votos, luego no procede ubicar la responsabilidad en cabeza del actor, máxime si existen elementos de juicio que se acompañaron al escrito de 21 de septiembre de 1.994 que demuestran que hubo decisiones que el actor no compartió.

 

II - . LA SENTENCIA RECURRIDA

 

Para acceder parcialmente a las pretensiones de la demanda el a quo razonó, principalmente, de la siguiente manera (folios 145 a 153 ibídem):

 

Para la Sala le asiste razón al actor en cuanto a que no fue informado del hecho que dio origen a la anulación del acto de su elección como miembro del Consejo Directivo de SAYCO, es decir, de la impugnación presentada, que, aunque oportuna, no podía dar lugar a adelantar una actuación administrativa sin su comparecencia.

 

La aplicación del principio consagrado en el inciso 3º del artículo 29 de la Constitución Política a las actuaciones administrativas, en este caso regladas en el artículo 5º de la Ley 58 de 1.982, invocado como violado por el actor, se traduce en la efectividad del derecho de audiencia durante la etapa, bien sea de la investigación o de la actuación previa a la expedición del acto definitivo, de modo que quien eventual o directamente pueda ser perjudicado con éste tenga la oportunidad de conocer los antecedentes correspondientes e impugnarlos, mediante su propia versión, presentando pruebas o solicitando la práctica de las mismas.

 

Lo contrario, o sea, privar al inculpado de la oportunidad de hacer valer sus derechos, desconoce el debido proceso. Y este defecto no se suple con la tramitación del recurso de reposición, pues es claro que ese derecho lo ejerció el actor en una etapa posterior: la correspondiente al examen de legalidad en vía gubernativa.

 

Además, no es cierto que a través del representante legal del ente asociativo se entienda expresada la voz de todos y cada uno de los miembros del mismo, pues los cargos endilgados así como los descargos rendidos, tuvieron como sujeto de impugnación a la persona jurídica y no a los directivos personalmente. Debe, en consecuencia, acogerse la pretensión de nulidad por violación al debido proceso y del derecho de defensa.

 

También observa la Sala violación al régimen de inhabilidades de los miembros de los Consejos Directivos de Sociedades de Gestión Colectiva de Derechos de Autor, establecido en el artículo 45 de la Ley 44 de 1.993 y en el Capítulo XV de los estatutos de SAYCO, por cuanto estos últimos señalan como causal de inhabilidad la existencia de condena o sentencia penal, debidamente ejecutoriada (literal f), artículo 65), y los hechos que sirven de sustento a la medida cuestionada que primeramente dio origen a la sanción contra la sociedad, no habían tenido respecto del demandante una inculpación y consecuencias de carácter  penal. El régimen de inhabilidades tiene carácter restrictivo, el cual no permite la extensión o interpretación, por muy graves que se consideren los hechos configurativos de la causal, por quien ejerce la facultad de vigilancia.

 

En cuanto se relaciona con el restablecimiento del derecho y la reparación del daño es viable acceder a lo primero ordenando la inscripción del demandante en el registro correspondiente como miembro del Consejo Directivo de SAYCO; y para lo segundo, se condenará a la demandada a pagar la suma que en concreto se liquide mediante la presentación de la cuenta respectiva por concepto de honorarios correspondientes a las sesiones ordinarias, que, conforme al artículo 47 de los estatutos de la sociedad, se cumplieron durante el lapso del período inconcluso a partir de la ejecutoria de la última de las Resoluciones demandadas.

 

No se ordenará indemnización de perjuicios morales por cuanto no aparecen acreditados.

 

III - . FUNDAMENTOS DEL RECURSO

 

El apoderado de la entidad pública demandada adujo como motivos de inconformidad, en esencia, los siguientes (folios 7  a 18 del cuaderno del recurso ):

 

Frente a una impugnación en donde se planteaban hechos que ya habían sido objeto de extensa investigación, pormenorizada recopilación de pruebas y respecto de los cuales ya había decisión en firme adoptada en las Resoluciones núms. 1773 de 17 de diciembre de 1.993 y 676 de 19 de julio de 1.994, en aplicación del elemental principio de economía consagrado en el artículo 3º, inciso 2º, del C.C.A., la entidad demandada debía remitirse a lo investigado y decidido en la actuación que dio lugar a la expedición de tales Resoluciones.

 

Pretender lo contrario implicaría que por causa de las diversas impugnaciones que se presentaron contra los miembros del Consejo Directivo de SAYCO en la Asamblea General Extraordinaria realizada del 1º al 3 de junio de 1.994, se hubiera tenido que dar inicio a una investigación de la magnitud de la mencionada, en donde se recaudó un volumen considerable de documentación de la sociedad, principalmente de carácter contable, para cuyo análisis se hizo necesaria la intervención de peritos contables ajenos a la entidad, involucrando una cantidad considerable de recursos, con lo cual no se haría cosa distinta que revivir una investigación que ya había sido surtida en todas y cada una de sus etapas y que ya había sido objeto de decisión, encontrándose debidamente ejecutoriada.

 

En este contexto, al expedir la Resolución núm. 874 de 1.994 acusada se actuó en consecuencia lógica de lo ya decidido en la Resolución núm. 1773 de 1.993 y 676 de 1.994. Existiendo este antecedente, no podía ser otra la decisión tomada en los actos administrativos acusados, pues las actuaciones que dieron lugar a todas estas resoluciones versaban sobre un mismo punto jurídico, relativo a la existencia de hechos violatorios de la ley y de los estatutos de SAYCO.

 

Sí se garantizó el derecho de audiencia y el debido proceso en la actuación que dio lugar a la expedición de los actos administrativos acusados, actuación constituida tanto por el trámite de la investigación a SAYCO, como por la solicitud interpuesta por el señor Alexander Oñate, en la medida en que una y otra versaban sobre los mismos hechos siendo claro que las consecuencias de tal investigación respecto de la persona jurídica SAYCO están contenidas en las referidas Resoluciones núms. 1773 de 1.993 y 676 de 1.994, en tanto que las consecuencias de la misma, en relación con las personas naturales, están plasmadas en los actos administrativos acusados. En efecto, la responsabilidad por la ocurrencia de irregularidades dentro de dicha sociedad y sus órganos directivos, que en el primero de los casos motivó la imposición de sanción a la persona jurídica SAYCO, fue la misma que determinó que se declarara la invalidez de la elección de DANIEL CELEDON ORSINI, VOLNEY NARANJO y JUAN SEGUNDO LAGOS MENDOZA.

 

Los hechos por los cuales se sancionó al actor son abiertamente contrarios a una gestión colectiva y constituyen una abierta transgresión de los principios legales y estatutarios.

 

La filosofía plasmada en el artículo 200 del C.de Co., modificado por el artículo 24 de la Ley 222 de 1.995, no es otra que la de imponer a los administradores en el desempeño de sus funciones una conducta transparente y una actividad que va más allá de la diligencia ordinaria, porque la ley exige un grado de gestión profesional, caracterizado por el compromiso en la solución de los problemas actuales y en el aprovechamiento de las oportunidades en curso , por el análisis de la información contable de la empresa y por el diagnóstico del futuro de los negocios sociales, procurando en cada caso satisfacer las exigencias del negocio de que se trate, actuando siempre con lealtad y privilegiando los intereses de la sociedad sobre los propios o los de terceros.

 

Incurre el fallador de primera instancia en un grave error al confundir la causal de impugnación contenida en el artículo 35 de la Ley 44 de 1.993 (violación de la ley y los estatutos) con el régimen de inhabilidades e incompatibilidades contenido en los artículos 45 a 50 ibídem. La impugnación puede presentarse por diferentes causales, ya sea por violación a dicho régimen o porque existen irregularidades en el procedimiento de elección de dignatarios, tales como inadecuada conformación de la asamblea, incumplimiento del régimen de mayorías  para deliberar y decidir o porque el elegido no tiene la calidad de socio.

 

La facultad de que dispone la entidad demandada para decidir las impugnaciones y eventualmente declarar la nulidad de un acto de elección o de administración trasciende de la simple verificación de si se incurrió o no en una causal de inhabilidad o incompatibilidad y le permite mirar si esos actos son violatorios de la ley o de los estatutos.

 

En los cargos 4º, 8º, 10º, 14, 25 y 30 aparecen las normas legales y estatutarias violadas por el actor. 

 

En cuanto a las obligaciones y condiciones que deben cumplir los miembros del Consejo Directivo existen disposiciones como la contenida en el literal b) del artículo 50 de los estatutos de SAYCO, según la cual era obligación del Consejo Directivo “Cumplir y hacer cumplir fielmente lo dispuesto en los presentes Estatutos o reglamentos internos”. El incumplimiento de esta obligación conduce necesariamente a la existencia de responsabilidad del funcionario ante la sociedad y sobre el ejercicio mismo del cargo por parte de éste.

  

IV - . ALEGATO DEL MINISTERIO PUBLICO

 
El señor Procurador Primero Delegado en lo Contencioso Administrativo ante el Consejo de Estado en su vista de fondo se muestra partidario de que se confirme el fallo apelado porque, a su juicio,  para poder adelantar la investigación a los socios de SAYCO y en particular a los miembros del Consejo Directivo, se requería de una investigación en los términos previstos por la Ley 44 de 1.993, la cual no se tuvo en cuenta. Si bien podía partirse de la Resolución núm. 1773 de 1.993, era menester adelantar un trámite propio con participación de las personas involucradas para garantizar su derecho de audiencia y de defensa, donde tenían cabida las pruebas practicadas en la investigación que dio lugar a dicha Resolución, pero poniéndolas a disposición de las partes, para que éstas pudieran ejercer el derecho de contradicción. Pero lo que no se podía, en aras de aplicar el principio de economía, era desconocer las garantía del debido proceso, como sucedió en este caso. 

 

V - . CONSIDERACIONES DE LA SALA

 

A través de los actos administrativos acusados  la Dirección General de la Unidad Administrativa Especial Dirección Nacional del Derecho de Autor - , declaró inválida la elección de los señores DANIEL CELEDON ORSINI, JUAN SEGUNDO LAGOS MENDOZA y VOLNEY NARANJO, como miembros del Consejo Directivo de la Sociedad de Autores y Compositores de Colombia SAYCO.

 

Cabe advertir que la Sala en sentencia de 11 de abril de 1.996 (Expediente núm. 3306, Consejero ponente doctor Ernesto Rafael Ariza Muñoz) tuvo oportunidad de analizar el contenido de tales actos, en cuanto se refirieron al señor VOLNEY NARANJO RODRIGUEZ, y como quiera que el caso sub examine guarda estrecha similitud con el que fue objeto de estudio en dicho expediente, es procedente hacer una remisión a las consideraciones que allí se hicieron, para reiterarlas.

 

Al respecto, dijo la Sala:

 

“….Sea lo primero advertir que aún cuando en la demanda se solicita la declaratoria de nulidad de la totalidad de la Resolución no. 874 de 8 de Septiembre de 1.994, del texto de los cargos de violación se infiere que éstos se relacionan única y exclusivamente con la declaración de invalidez de la elección del actor al Consejo Directivo de la Sociedad de Autores y Compositores de Colombia -  SAYCO - , realizada del 1o. al 3 de Junio de 1.994, a que se contrae el artículo 2o. de dicha Resolución.

 

Conforme se deduce del contenido de la citada Resolución (folios 2 y 3) los cargos que sirvieron de sustento a la declaración de invalidez de la elección del actor fueron los relacionados en la Resolución no. 1773 de 17 de Diciembre de 1.993, numerales 8, 10 y 30,  expedida por el Director General de la Unidad Administrativa Especial Dirección Nacional del Derecho de Autor, que dieron lugar a la sanción de suspensión de la personería jurídica por seis meses de la Sociedad de Autores y Compositores de Colombia - SAYCO -  (folios 214 a 271) .

 

Tales cargos son, a saber (folios 3 a 5): 

 

Autorizar por parte del Consejo Directivo, sin fundamento presupuestal, la realización de una atención para directores de emisoras por valor de $150.000.oo en cada una de las seccionales, no obstante la previa advertencia contraria del Contador y del Revisor Fiscal.

 

El pago de viáticos y transporte, sin fundamento presupuestal ni planeación, al señor Efrén Cárdenas y a cinco miembros del Consejo Directivo para asistir al Festival Bolivarense del Acordeón, celebrado en el Municipio de Arjona del 1o. al 5 de Julio de 1.993.

 

Y la destinación no autorizada para engrosar los montos de gastos de administración de rendimientos financieros provenientes de remuneraciones recaudadas y no distribuidas.

 

El acto administrativo acusado se fundamentó, entre otras disposiciones, en lo previsto en el artículo 35 de la Ley 44 de 1.993, que es del siguiente tenor:

 

"Los actos de elección realizados por la Asamblea General y las Asambleas Seccionales y los actos de administración del Consejo Directivo, podrán impugnarse dentro de los treinta (30) días siguientes a su realización, ante la Dirección Nacional del Derecho de Autor por cualquiera de los asociados cuando no se ajuste (sic) a la ley o a los estatutos".

  

“Frente al concepto del Agente del Ministerio Público observa la Sala que si bien es cierto que para la fecha en que se expidieron los actos administrativos cuestionados el Gobierno Nacional no había expedido el Decreto no. 0162 de 22 de Enero de 1.996, reglamentario del procedimiento para resolver las impugnaciones de que trata la norma transcrita, la entidad demandada podía iniciar y concluir la investigación, con base en lo previsto en el artículo 36 ibídem, lógicamente observando los principios que regulan las actuaciones administrativas.

 

En efecto, estatuye dicha disposición:

 

"Para resolver las impugnaciones de que trata el artículo anterior, la Dirección Nacional del Derecho de Autor podrá de oficio, o a petición de parte interesada, practicar visitas a las sociedades de gestión colectiva, decretar y practicar las pruebas que considere necesarias con el objeto de declarar, cuando fuere el caso, la nulidad de las elecciones y los actos que hayan sido producidos con violación de la Ley y / o los estatutos, y determinará si hay lugar a la imposición de sanción alguna..."

 

 “Asiste razón al actor en la segunda censura, por las siguientes razones:

 

Del texto del artículo 35 de la Ley 44 de 1.993 deduce la Sala que la violación de la ley o los estatutos que puede predicarse de los actos de elección realizados por la Asamblea General o las Asambleas Seccionales de las sociedades de gestión colectiva de derechos de autor y derechos conexos, sometidas a la inspección y vigilancia de la Unidad Administrativa Especial -  Dirección Nacional del Derecho de Autor, necesariamente tiene que guardar relación con las calidades que se requieren para ser elegido, con las inhabilidades e incompatibilidades para desempeñar los cargos directivos, con el quórum requerido para adoptar la decisión de elección, con los actos de comunicación y convocatoria, previos a la realización de la Asamblea donde han de elegirse miembros de la sociedad para cargos directivos de la misma, con el procedimiento y sistema de la elección, aspectos todos estos que atañen a los actos de elección y que están regulados en la ley y / o en los estatutos.

 

Confrontando el contenido de los cargos que motivaron la declaratoria de invalidez de la elección, entre otros, del actor, que quedaron reseñados ab initio de estas consideraciones, con el texto de los artículos 45 a 50 de la Ley 44 de 1.993, que consagran las inhabilidades de los miembros de los Consejos Directivos de las sociedades de gestión colectiva de derechos de autor y derechos conexos y 5o., 7o., 12, 20 a 27, 30 a 33, 35 a 39 y 65 a 69 de los estatutos de la Sociedad de Autores y Compositores de Colombia  - SAYCO - , (folios 108 a 133), a la cual pertenece el actor y de cuyo consejo directivo fue excluido por haberse declarado inválida su elección como miembro del mismo, normas todas estas relacionadas  con los requisitos para la admisión y el ingreso de socios, con las causales para la pérdida de la calidad de socio, con los requisitos para el desarrollo de la reunión de la Asambleas ordinarias y extraordinarias, con el quórum para adoptar decisiones en dichas asambleas, con los sistemas y procedimientos para la elección de miembros del Consejo Directivo y del Comité de Vigilancia, con las calidades para ser miembro de los mismos y con las inhabilidades e incompatibilidades para desempeñar cargos directivos, deduce la Sala que tales cargos no guardan relación alguna con los aspectos intrínsecos del acto de elección, razón por la cual no pueden tener capacidad para enervarlo.

 

Asunto diferente es que las decisiones adoptadas, entre otros, por el actor, en su calidad de miembro del Consejo Directivo de SAYCO, de ser consideradas como violatorias de la ley y de los estatutos, puedan ser objeto de la declaratoria de nulidad, según las voces del artículo 36 de la Ley 44 de 1.993.

 

Pero la entidad demandada equivocadamente acogió la opción de declarar inválida la elección del actor, cuando la violación de la ley o de los estatutos, conforme a los cargos que le sirvieron de soporte para la expedición de los actos administrativos cuestionados, no afectaba propiamente el acto de elección, como ya se dijo, sino unas actuaciones del Consejo Directivo, que por dicha razón habían podido dejarse sin valor o anularse.

 

Debe, en consecuencia,, la Sala, declarar la nulidad de los artículos 2o. de la Resolución no. 874 de 8 de Septiembre de 1.994 y 1o. de la Resolución no. 1111 de 4 de Noviembre de 1.994, únicamente en cuanto al actor se refieren….” 

 

 

En el caso sub examine, conforme se lee en el texto de la Resolución núm. 874 de 8 de septiembre de 1.994  acusada (folio 18), los cargos que sirvieron de sustento a la declaración de invalidez de la elección del actor fueron los relacionados  en la Resolución núm. 1773 de 17 de diciembre de 1.993, numerales 4, 8, 10, 14, 25 y 30, expedida por el Director General de la Unidad Administrativa Especial Dirección Nacional del Derecho de Autor, que dieron lugar a la sanción de suspensión de la personería jurídica por seis meses a la Sociedad de Autores y Compositores de Colombia SAYCO, a saber:

 

El pago de viáticos sin planificación y autorización justificada a los señores JUAN SEGUNDO LAGOS, DANIEL CELEDON, ISAIAS SIMANCAS Y MARINO BARROS, los días 17 y 18 de mayo de 1.993, por concepto de sesión del Consejo Directivo (folio 137 cuaderno de antecedentes).

 

La autorización por parte del Consejo Directivo, sin fundamento presupuestal, de la realización de una atención para Directores de emisoras por valor de $150.000.oo en cada una de las seccionales, no obstante la advertencia previa en sentido contrario del Contador y del Revisor Fiscal (folio 132 ibídem).

 

El pago de viáticos y transporte, sin fundamento presupuestal ni planeación, al señor Efrén Cárdenas y a cinco miembros del Consejo Directivo para asistir al Festival Bolivarense del Acordeón, celebrado en el Municipio de Arjona del 1o. al 5 de Julio de 1.993 (folio 129 ibídem).

 

El pago de 8 días de viáticos y transporte sin planeación presupuestal y autorización justificada al señor JUAN SEGUNDO LAGOS por asistir al Comité de Trabajo de la CISAC, realizado en Río de Janeiro los días 28 y 29 de julio de 1.993, por valor de U.S$2.000, aún en contra de la advertencia previa del Revisor Fiscal (folio 124 ibídem).

 

La autorización por parte del Consejo Directivo del incremento de las asignaciones por concepto de honorarios y viáticos para sus miembros y los del Comité de Vigilancia, función que corresponde a la Asamblea General (folio 99 ibídem).

 

Y la destinación no autorizada para engrosar los montos de gastos de administración de rendimientos financieros provenientes de remuneraciones recaudadas y no distribuidas (folio 91).

 

Como quedó reseñado en el resumen de los cargos de la demanda y, particularmente, el cargo 3º, el actor aduce la violación de los artículos 34 a 36 y 45 de la Ley 44 de 1.993, porque, a su juicio, la forma propia del acto de elección no fue causal para su invalidez. La declaración de invalidez de su elección estaba supeditada a la violación de las disposiciones legales y / o estatutarias que regulan la misma y no a hechos que se le imputaron cuando se desempeñaba como miembro del Consejo Directivo de SAYCO en época anterior. 

 

De la transcripción de la sentencia que antecede se deduce que son válidas en el presente caso las consideraciones que allí se hicieron, habida cuenta de que básicamente los cargos que se le hicieron al actor en las Resoluciones cuestionadas son los mismos que se le endilgaron al mencionado VOLNEY NARANJO, y las censuras de violación a que se contrae la demanda en este proceso son semejantes a las que sirvieron de fundamento de la acción para el proceso radicado bajo el expediente núm. 3306.

 

En consecuencia, se impone la confirmación de la sentencia recurrida, como en efecto se dispondrá en la parte resolutiva de esta providencia.

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

 

F A L L A

CONFIRMASE la sentencia apelada. 

 

Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.

 

COPIESE, NOTIFIQUESE, PUBLIQUESE Y CUMPLASE.

 

 

Se deja constancia de que la anterior sentencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala en la sesión del día  23 de abril de 1.998.

 

 

JUAN ALBERTO POLO FIGUEROA         ERNESTO RAFAEL ARIZA MUÑOZ   

       Presidente

 

 

LIBARDO RODRIGUEZ RODRIGUEZ             MANUEL S. URUETA AYOLA



Ausente

